
LEY ORGÁNICA DE SALUD 
CAPITULO III 
Derechos y deberes de las personas y del Estado en relación con la salud 
 
Art. 7.- Toda persona, sin discriminación por motivo alguno, tiene en relación a la 
salud, los siguientes derechos: 
 
a) Acceso universal, equitativo, permanente, oportuno y de calidad a todas las 
acciones y servicios de salud; 
b) Acceso gratuito a los programas y acciones de salud pública, dando atención 
preferente en los servicios de salud públicos y privados, a los grupos vulnerables 
determinados en la Constitución Política de la República; 
c) Vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado y libre de contaminación; 
d) Respeto a su dignidad, autonomía, privacidad e intimidad; a su cultura, sus 
prácticas y usos culturales; así como a sus derechos sexuales y reproductivos; 
e) Ser oportunamente informada sobre las alternativas de tratamiento, productos y 
servicios en los procesos relacionados con su salud, así como en usos, efectos, costos 
y calidad; a recibir consejería y asesoría de personal capacitado antes y después de 
los procedimientos establecidos en los protocolos médicos. Los integrantes de los 
pueblos indígenas, de ser el caso, serán informados en su lengua materna; 
f) Tener una historia clínica única redactada en términos precisos, comprensibles y 
completos; así como la confidencialidad respecto de la información en ella contenida y 
a que se le entregue su epicrisis; 
g) Recibir, por parte del profesional de la salud responsable de su atención y facultado 
para prescribir, una receta que contenga obligatoriamente, en primer lugar, el nombre 
genérico del medicamento prescrito; 
h) Ejercer la autonomía de su voluntad a través del consentimiento por escrito y tomar 
decisiones respecto a su estado de salud y procedimientos de diagnóstico y 
tratamiento, salvo en los casos de urgencia, emergencia o riesgo para la vida de las 
personas y para la salud pública; 
i) Utilizar con oportunidad y eficacia, en las instancias competentes, las acciones para 
tramitar quejas y reclamos administrativos o judiciales que garanticen el cumplimiento 
de sus derechos; así como la reparación e indemnización oportuna por los daños y 
perjuicios causados, en aquellos casos que lo ameriten; 
j) Ser atendida inmediatamente con servicios profesionales de emergencia, suministro 
de medicamentos e insumos necesarios en los casos de riesgo inminente para la vida, 
en cualquier establecimiento de salud público o privado, sin requerir compromiso 
económico ni trámite administrativo previos; 
k) Participar de manera individual o colectiva en las actividades de salud y vigilar el 
cumplimiento de las acciones en salud y la calidad de los servicios, mediante la 
conformación de veedurías ciudadanas u otros mecanismos de participación social; y, 
ser informado sobre las medidas de prevención y mitigación de las amenazas y 
situaciones de vulnerabilidad que pongan en riesgo su vida; y, 
l) No ser objeto de pruebas, ensayos clínicos, de laboratorio o investigaciones, sin su 
conocimiento y consentimiento previo por escrito; ni ser sometida a pruebas o 
exámenes diagnósticos, excepto cuando la ley expresamente lo determine o en caso 
de emergencia o urgencia en que peligre su vida. 
 
Art. 13.- Los planes y programas de salud para los grupos vulnerables señalados en la 
Constitución Política de la República, incorporarán el desarrollo de la autoestima, 
promoverán el cumplimiento de sus derechos y se basarán en el reconocimiento de 
sus necesidades particulares por parte de los integrantes del Sistema Nacional de 
Salud y la sociedad en general. 
 



Art. 201.- Es responsabilidad de los profesionales de salud, brindar atención de 
calidad, con calidez y eficacia, en el ámbito de sus competencias, buscando el mayor 
beneficio para la salud de sus pacientes y de la población, respetando los derechos 
humanos y los principios bioéticos. 
 
Es su deber exigir condiciones básicas para el cumplimiento de lo señalado en el 
inciso precedente. 


